STJSL-S.J. – S.D. Nº  053/15.-

---En la Ciudad de San Luis, a veinticinco días de junio de dos mil quince, se reúnen en Audiencia Pública los Sres. Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA - Ausente en este acto el Dr. FLORENCIO DAMIAN RUBIO, por encontrarse en uso de Licencia - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “LAGOS, JOSÉ OSCAR c/ PREMOLDEADOS SAN LUIS s/ COBRO DE PESOS – RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX. Nº 78161/6.-
Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA.- 

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del C.P.C.C.?

III) En caso afirmativo a la cuestión anterior: ¿cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTION, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, Dijo: 1) Que tal como luce a fs. 544 y vta., la parte actora interpuso Recurso de Casación contra Sentencia Definitiva Nº 89 de fecha 10 de Julio de 2014 (fs.530/538), dictada por la Excma. Cámara Civil, Comercial, Laboral y Minas Nº 2 de la Primera Circunscripción Judicial, que resolvió rechazar el Recurso de Apelación incoado por la actora y, por ende, confirmó la sentencia de Primera Instancia, dictada por el Juzgado Laboral Nº 2 de igual Circunscripción, de fecha 11/12/2012, que había rechazado la acción y condenado en costas a la vencida. Los fundamentos del recurso intentado obran agregados a fs. 545/550vta.

Que, en los aludidos fundamentos, luego de analizar la procedencia formal del recurso y relatar los antecedentes del caso, el recurrente afirmó fundar la vía recursiva en los incisos a) y b) del artículo 287 del CPC y C. 

1.2) En tal sentido en el punto a) del parágrafo IV), Procedencia Sustancial, acusó a la Alzada de haber omitido la aplicación al caso de las siguientes disposiciones: arts. 1074 y 1113 del Código Civil; Ley N° 19.587; arts. 9, 52 y cc. de la Ley de Contrato de Trabajo; Ley N° 24.557; y arts. 59 y cc de la Constitución Provincial; en tanto que en el punto b) del mismo parágrafo, denunció errónea aplicación del art. 901 y cc en lo que refiere a la acreditación del nexo causal entre el daño y el hecho.

1.2.1) En relación a lo apuntado en el punto a) afirmó que no se aplicó el artículo 1113 del Código Civil que imponía, en virtud de la teoría del riesgo creado, la inversión de la carga probatoria, lo que implica que en el caso, el empleador debió probar la culpa de la víctima o la de un tercero, por quien no deba responder para romper la causalidad y eximirse de responsabilidad.

Manifestó que, el actor acreditó el accidente ocurrido y la dolencia por la que reclama indemnización; y que el demandado no probó ningún hecho eximente de responsabilidad. Que los antecedentes médicos vinculados a la intervención quirúrgica y a las conclusiones médicas, aun la que se consideró extemporánea, hablan (sic) de incapacidad y vinculación causal.

1.2.1.1) También, reclamó la no aplicación de la ley N° 19.587 –higiene y seguridad industrial-. Al respecto dijo que la demandada no acompañó ninguna documentación en la que conste el examen preocupacional del actor; y que la citada en garantía tampoco acompañó documental relacionada con cursos de prevención, fiscalización de cumplimiento de normas de seguridad o denuncia alguna ante la SRT sobre las inobservancias por parte de la demandada de normas de seguridad.

Agregó que, las omisiones a las disposiciones de la mentada ley están acreditadas por la prueba testimonial.

De ello concluyó que no es cierto –tal como lo afirmó la sentencia que critica-, que no ha proporcionado prueba alguna donde se demostrase la causalidad adecuada del evento; hecho que estimó acreditado a la luz del incumplimiento de las normas de la ley N° 19.587, ponderado a tenor de los arts. 901, 902 y 904 del Código Civil.

1.2.1.2) Cuestionó la valoración probatoria que hicieron los magistrados intervinientes, tanto en primera como en segunda instancia, que tuvieron el informe médico como indubitable, en desmedro del resto de las pruebas incorporadas a la causa, según dijo.

En particular, se quejó de que la Excma. Cámara haya afirmado que el nexo causal del accidente denunciado ha sido interrumpido por la actividad de repartidor de garrafas que el trabajador realizó con anterioridad al siniestro. Continuó afirmando que para tener por cierta la interrupción del nexo causal, la demandada y la citada en garantía debieron cumplir con sus obligaciones: presentar el legajo médico del actor y lo informes médicos periódicos, a los que estaban obligados por la legislación laboral; circunstancia que la Excma. Cámara omitió valorar.

1.2.2) En lo que respecta a lo indicado en el punto b), lo desarrolló bajo el título “Aplicación de una norma que no corresponde”, expresó que el Tribunal que resolvió la apelación, fundó el rechazo del resarcimiento pretendido en la aplicación de  los arts. 901 y cc del Código Civil; que impidieron tener por acreditado el nexo causal. 

Dijo que tales disposiciones no son aplicables por cuanto, el nexo causal adecuado se encuentra subsumido en su probanza por la directriz objetiva del art. 1113 del Código Civil. Acto seguido, aclaró que la demanda se fundó tanto en la responsabilidad por culpa, como en la responsabilidad objetiva por riesgo o vicio de la cosa.

Concluyó afirmando que, si la Excma. Cámara aceptó el hecho y el daño, por imperio de la responsabilidad objetiva, quien debió probar la ruptura del nexo causal es la demandada; lo que no se hizo en autos.

1.2.2.1) De otra parte cuestionó la valoración dada por la Alzada al dictamen médico, que reconoce como materia ajena al recurso que interpuso, cuyo valladar pretende sortear, en atención a lo normado por el art. 288 del CPC y C, afirmando la falta de aplicación del in dubio pro operario contenido en el art. 59 de la Constitución Provincial.

Citó jurisprudencia.
2) Que, ordenado y corrido el traslado de ley, la demandada contestó a fs. 558/564vta., y la aseguradora de riesgo de trabajo hizo lo propio a fs. 566/567, pidiendo ambas que se rechace el recurso con imposición de costas. 

3) Que a fs. 570/572vta., se pronunció el Sr. Procurador General por el rechazo del recurso, afirmando que la impugnación recursiva no puede prosperar, por las razones que expuso y que en honor de brevedad tengo por reproducidas. 

4) Que, ante todo, corresponde evaluar la concurrencia de los recaudos de admisibilidad del recurso, esto es, la aptitud formal del acto de impugnación derivada de la confluencia de los requisitos exigidos por la ley para provocar el juicio de casación. 

En este sentido se advierte que, el recurso ha sido interpuesto y fundado temporáneamente, conforme los términos del art. 289 del CPC y C, en atención a constancia de: 1) La notificación de la sentencia recurrida, cuya constancia obra a fs. 541vta. (07/08/2014); 2) La interposición del recurso de fs. 544 y vta. (13/08/2014 a las 8:30 h) y, 3) La fundación del mismo, cfr. cargo de fs. 550vta. (26/08/2014 a las 8:20 h); es decir dentro del plazo establecido por el art. 289 de la ley ritual, habiendo sido inhábiles –feriados nacional y provincial, respectivamente- el 18 y 25 de Agosto de 2014.
Asimismo se observa que, en virtud de la excepción expresa contenida en el artículo 290 del CPC y C, el recurrente se encuentra eximido de abonar el depósito exigido ordinariamente, como requisito de admisibilidad del recurso de casación, por revestir la calidad de empleado o trabajador. 
Por otro lado, se pretende la casación de una sentencia definitiva emanada de Excma. Cámara de Apelación, en cumplimiento de lo preceptuado por el art. 286 del CPC y C.

En consecuencia, debe considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el inc. a) del art. 301 CPC y C, que el recurso articulado deviene formalmente admisible.

Por lo expuesto, VOTO a esta PRIMERA CUESTION por la AFIRMATIVA.

Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.
A LA SEGUNDA CUESTION, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, Dijo: 1) Que a los efectos del análisis de esta segunda cuestión, y en armonía con lo que prescribe el art. 301 inc b) del CPC y C, debe dilucidarse si en la resolución recurrida existe alguna de las causales previstas en el art. 287 del código citado y si el escrito de fundamentación se basta a sí mismo, caso contrario el recurso deducido no podría prosperar. (Cfr. STJSL, 17/05/2007 KRAVETZ, ELIAS SAMUEL c/ EDISAL SA – D y P – Recurso de Casación). 
Al respecto este Alto Cuerpo tiene establecido que, para la procedencia del recurso de casación, se debe alegar sobre la correcta interpretación legal, indicando en modo claro y preciso la forma en que se ha violado la ley invocada en el fallo y cuál es la interpretación correcta; circunstancia que si no se cumple, el recurso en estudio debe ser rechazado (Cfr. fallo citado en párrafo anterior).

En relación a la correcta conceptualización y por ende preciso trazado de lindes del remedio impugnaticio intentado, cabe señalar, siguiendo a doctrina especializada, que una de las características típicas de la casación es que “…sólo tiene viabilidad en el caso que exista un motivo legal (o causal); por ende no es suficiente el simple interés –el agravio- sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado –objetivado- por ley (…). Por ello puede acotarse que su objeto es de delimitación restringida, pues está ceñido por dos elementos fundamentales, a saber: a) debe tratarse de una misma cuestión sobre la que versa el proceso principal, como sucede en todo recurso; y b) siendo esa vía “extraordinaria”, no puede referirse a la integridad del asunto ventilado en el juicio, vale decir que es preciso realizar una delimitación del tema recursivo.” (Cfr. Juan Carlos Hitters, Técnica de los Recursos Extraordinarios y de la Casación, 2da. Edición, Librería Editora Platense SRL, La Plata, 1998, p.213; citado anteriormente en STJSL 20/11/2007 “CHÁVEZ, MIRTA NORA c/ OBRA SOCIAL PERSONAL de IND. QUÌMICAS y PETROQUÍMICAS s/ COBRO DE PESOS – Recurso de Casación)”.- 
2) Que, del análisis de la exposición recursiva, tal como ha sido relatada precedentemente en lo pertinente, es evidente que la crítica del fallo consiste fundamentalmente en una discrepancia respecto de las valoraciones probatorias realizadas por el a quo, relativas: a) Al cumplimiento o no del plexo normativo sobre seguridad e higiene industrial –punto 1.2.1.1-; b) A la fuerza probatoria del informe médico frente a otras probanzas –punto 1.2.1.2) primer párrafo, y a la valoración de dicho informe a tenor del art. 59 de la Constitución Provincial –punto 1.2.2.1).

En tal sentido y tal como lo recuerda el Procurador General, el Superior Tribunal de San Luis ha dicho que “si de la lectura del recurso de casación se advierte que se plantean cuestiones de naturaleza esencialmente probatoria; estas son ajenas a la Casación según pacífico criterio de este Alto Cuerpo, puesto que la finalidad institucional de este carril impugnatorio busca el cumplimiento de la ley, la unificación de la interpretación del derecho y por ende debe aprehender los hechos como vienen relatados por los jueces de grado. La casación no es una tercera instancia y no está en la esfera de sus poderes valorar la prueba, ni juzgar los motivos que formaron la convicción de la Cámara porque este recurso se concede solamente contra la sentencia cuya injusticia provenga de un error de derecho excluyendo el error de la determinación de las circunstancias de hecho del caso sometido a juicio” (Cfr. STJSL-S.J. 13/03/2013–S.D. N° 14/13 - BARROSO, LEONARDO EDUARDO ANDRES c/ GLOBAL PUNTANA S.R.L. y OTRO s/ DEMANDA LABORAL — RECURSO DE CASACION  Expte. N° 18-B-12 - IURIX Nº 71858/7).

Del mismo modo es de aplicación al presente lo sostenido invariablemente por este Superior Tribunal respecto al recurso en estudio, cuando dijo que “La casación no es una tercera instancia y no está en la esfera de sus poderes valorar la prueba, ni juzgar los motivos que formaron la convicción de la Cámara porque este recurso se concede solamente contra la sentencia cuya injusticia provenga de un error de derecho, excluyendo el error de la determinación de las circunstancias de hecho del caso sometido a juicio” (Cfr. STJSL, 19/10/2004, Nº 53/04 BCO. SAN LUIS S.A. BCO. COMERCIAL MINORISTA c/ LINDOW y ASOC. S.A. y OTRO – EJ. HIPOTECARIA – RECURSO DE CASACIÓN.

Por ello, los planteos identificados resultan ajenos a la índole exigida por el presente recurso, y por lo tanto no podrán ser abordados.

2.1) Distinto es el caso que podría extraerse de lo relatado en los puntos 1.2.1) y 1.2.2) en los que se denuncia mala o nula aplicación del art. 1113 del Código Civil, en lo que respecta a la acreditación del nexo causal como requisito para la procedencia del resarcimiento pretendido.

Pero debo decir que, el ataque se resiente de vaguedad porque no precisa –lo que es de exigencia ineludible- a cuál de los varios supuestos contenidos en la norma implicada se refiere.

En efecto, el recurrente ha omitido precisar con todo detalle y especificación, en qué consistió la mentada falta de aplicación, pues acusa de no aplicación y errónea aplicación a una norma que contiene múltiples supuestos, sin identificar de manera singular cuál o cuáles dejaron de aplicarse, lo que impide el pronunciamiento casatorio sustancial.

Parecería que pretende que se tenga por acaecida por imperio de la ley la relación de causalidad, en virtud de cumplirse con el resto de requisitos contenidos en el supuesto del segundo párrafo, segunda parte del art. 1113 del Código Civil –responsabilidad derivada del daño producido por riesgo o vicio de la cosa-, respecto del cual la doctrina está dividida. Así unos tienen por acreditado el nexo causal, cuando en la mecánica del siniestro, ha participado activamente una cosa viciosa o riesgosa por un lado y se ha acreditado el daño por el otro; en tanto que otro sector, aún en la hipótesis referida, exige la probanza de la relación adecuada de causalidad de manera ineludible.

Por otro lado, si tal no es el supuesto al que se refiere el recurrente –todo indica que no lo es, pues no surge de manera indubitada que la cosa involucrada haya causado el daño por su riesgo propio o por algún vicio en ella-, la exigencia de la acreditación de la relación de causalidad es ineludible. Precisamente en este punto coincido con la juez de grado en que el actor no logró acreditar la existencia de un nexo causal entre el accidente y el daño (fs. 536 vta.).

Pero estas consideraciones son sólo expuestas ejemplificativamente para patentizar la falta de claridad en el planteo recursivo y su necesidad; pues no está permitido que el tribunal sentenciante, en el caso el Superior Tribunal de Justicia, interprete lo que no está claramente expresado, quizás por tácita suposición en el actor recurrente.
Por otro lado no podemos soslayar lo destacado por el Dr. Milán en el considerando II, en el que recuerda las opciones posibles de régimen resarcitorio que tuvo el damnificado (acción civil o laboral) y que en el caso optó por la primera (ver demanda fs. 33); lo que se traduce en mayor exigencia probatoria para la procedencia de la indemnización.

Estos fundamentos esenciales –compartidos en la medida expresada por el Procurador General- no son motivo de agravios suficientes al fundarse el Recurso de Casación (fs. 545/550vta.), motivo por el cual corresponde rechazarlo, con imposición de costas a la actora recurrente.

Por todo ello, concuerdo con el dictamen del Procurador General que propicia el rechazo del Recurso de Casación interpuesto contra la Sentencia Definitiva (involuntariamente dicho funcionario la califica como “interlocutoria”; fs. 570) de segunda instancia que, confirmando la de primera instancia, rechazó la demanda con costas (ver fs. 538 y 540).

Por lo expuesto, VOTO a esta SEGUNDA CUESTION por la NEGATIVA.
                                                                                                  ///…

///…
Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ y votan en igual sentido a esta SEGUNDA CUESTIÓN.
A LA TERCERA CUESTION, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, Dijo: Dado la forma como se ha votado la cuestión anterior, no corresponde su tratamiento.- ASI LO VOTO.-
Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ y votan en igual sentido a esta TERCERA CUESTIÓN.
A LA CUARTA CUESTION, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, Dijo: Que, en consecuencia corresponde rechazar el Recurso de Casación articulado.  ASI LO VOTO.-

Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.
A LA QUINTA CUESTION, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, Dijo: Costas al recurrente vencido, arts. 68 y 69 del C.P.C. y C.-

Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, veinticinco de junio de dos mil quince.-
Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el Recurso de Casación articulado.- 
///…

II) Costas al recurrente vencido, arts. 68 y 69 del C.P.C. y C.-

REGISTRESE y NOTIFIQUESE.-

________________________________________________________________________________________________________________
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ, OMAR ESTEBAN URIA y OSCAR EDUARDO GATICA, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme  Reglamento Expediente Electrónico.
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